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Sr. S. de Vega, presidente  
 

La Sección Primera del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 25 de 
marzo de 2026, con asistencia de 
los miembros que se expresan al 
margen, emitió, por unanimidad, el 
siguiente dictamen: 
 
 

Sr. Ramos Antón, consejero y 
ponente 
Sra. Ares González, consejera 
 
Sr. Píriz Urueña, secretario 
 
 

 
DICTAMEN 84/2026 

 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 18 de febrero de 2026 tuvo entrada en este Consejo Consultivo 
la solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por ssss 
Aseguradora, S.A. y Dña. yyy1, debido a los daños ocasionados en un 
accidente por la irrupción de un animal en la calzada. 
 

Examinada la solicitud y admitida a trámite el 19 de febrero de 2026, 
se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 84/2026 y se inició el cómputo del plazo 
para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 52 del Reglamento 
de Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de Castilla y León, 
aprobado por resolución de 5 de febrero de 2014, de la Mesa de las Cortes de 
Castilla y León. Turnado por el presidente del Consejo, correspondió su ponencia 
al consejero Sr. Ramos Antón. 
 

Primero.- El 17 de octubre de 2025 Dña. yyy2, en nombre y 
representación de ssss Aseguradora, S.A. y de Dña. yyy1, presenta una 
reclamación de responsabilidad patrimonial ante la Administración de la 
Comunidad (la dirige al “Servicio Territorial de Carreteras de xxx1”) debido a 
los daños materiales y personales sufridos como consecuencia de un accidente 
de tráfico, acaecido el 1 de noviembre de 2024, sobre las 6:30 horas, en el 
punto kilométrico 45.400 de la carretera CL-ccc (L.P. xxx2-L.P. xxx3), en la 
localidad de xxx4, al irrumpir tres jabalíes en la calzada desde el margen 
derecho y colisionar con uno de ellos. Al lugar de los hechos acudió una patrulla 
de la Guardia Civil, levantando el correspondiente atestado. Según la 
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reclamación, los daños son imputables al defectuoso funcionamiento del 
servicio público de carreteras por la ausencia de señal de peligro de animales 
en la calzada (P-24) y por ausencia de vallado o deficiente estado del mismo. 
También alega el gran número de accidentes ocurridos entre el 1 de enero de 
2021 y el 31 de mayo de 2025 en esa carretera. 

 
La compañía de seguros reclama una indemnización de 3.049,96 euros 

por los daños causados al vehículo y la conductora solicita una indemnización 
de 4.065,68 euros por las lesiones sufridas (incluyendo las lesiones temporales 
y las secuelas).  

 
Los reclamantes adjuntan a la solicitud escrituras de poder para pleitos, 

el informe estadístico del accidente elaborado por la Guardia Civil, informe de 
siniestralidad de la Jefatura Provincial de Tráfico, informe del Servicio Territorial 
de Medio Ambiente (sobre la titularidad de los terrenos colindantes), informe 
del Servicio Territorial de Movilidad y Transformación Digital (sobre la señalización 
P-24), póliza del seguro del vehículo, declaración responsable de los reclamantes 
de no haber recibido indemnización por el siniestro, permiso de circulación y 
tarjeta de inspección técnica del vehículo, peritación de los daños en el mismo 
e informe médico pericial.   

 
Segundo.- El 27 de octubre de 2025 se admite a trámite la reclamación 

y se nombra al instructor del procedimiento, concediendo un plazo de diez días 
a los interesados para realizar alegaciones y proponer prueba.  

 
Tercero.- El 20 de noviembre de 2025 el instructor acuerda la apertura 

del período probatorio.  
 
Cuarto.- El 17 de diciembre de 2025 el jefe de la Sección de Explotación 

y Conservación de carreteras del Servicio Territorial de Movilidad emite informe 
sobre la carretera CL-ccc y su estado de conservación y señalización.  

 
Quinto.- Concedido trámite de audiencia a los reclamantes, notificado 

el 19 de diciembre de 2025, no consta la presentación de alegaciones.  
 
Sexto.- El 20 de enero de 2026 se formula propuesta de resolución 

desestimatoria de la reclamación. 
 
Séptimo.- El 2 de febrero de 2026 la Asesoría Jurídica de la Delegación 

Territorial informa favorablemente la propuesta desestimatoria. 
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En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente, con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Primera emitir el 
dictamen según lo establecido en el apartado tercero, 1.g), del Acuerdo de 6 
de marzo de 2014, del Pleno del Consejo Consultivo de Castilla y León, por el 
que se determina la composición y competencias de las Secciones. 

 
2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en la Ley 

39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, con las especialidades que se recogen en relación 
con los procedimientos de responsabilidad patrimonial. 

 
3ª.- En cuanto a la legitimación para reclamar, resulta acreditada la 

legitimación de la conductora del vehículo, que reclama por las lesiones sufridas. 
En cuanto a la compañía de seguros, que reclama por los daños materiales en 
el vehículo, resulta necesario que acredite la subrogación por pago, de 
conformidad con el artículo 43 de la Ley 50/1980, de 8 de octubre, de Contrato 
de Seguro. Sin embargo, aunque la reclamación refiere que se aporta con la 
misma “factura y justificante de pago”, esta documentación no consta 
incorporada al expediente ni se relaciona en la propuesta de resolución, en el 
antecedente de hecho tercero. Tampoco consta que se haya requerido su 
aportación a la aseguradora reclamante. En consecuencia, será preciso, antes 
de resolver, que se requiera la acreditación del pago de los daños a la 
aseguradora, puesto que de ello depende la subrogación en la acción de 
reclamación y su legitimación en este procedimiento administrativo.  

 
Por lo que respecta a la representación de los interesados por 

Dña. yyy2, que interpone la reclamación en su nombre, ha quedado 
debidamente acreditada mediante la aportación de los poderes notariales para 
pleitos.  
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La competencia para resolver la presente reclamación corresponde al 
delegado territorial de la Junta de Castilla y León en la provincia, en virtud de 
lo dispuesto en los artículos 82.2 de la Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno 
y de la Administración de la Comunidad de Castilla y León, y 20.b) del Decreto 
30/2021, de 4 de noviembre, por el que se desconcentran competencias en el 
titular de la Consejería de Fomento y Medio Ambiente, en los titulares de sus 
órganos directivos centrales y en los de las Delegaciones Territoriales de la 
Junta de Castilla y León.  

 
La reclamación se ha formulado en tiempo hábil, de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 67.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre. 
 
4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 

en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados 
por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en 
los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. 

 
La referencia constitucional a la ley debe entenderse hecha a los 

artículos 32 y siguientes de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público, a la que además se remite, de forma genérica, el 
artículo 81 de la Ley 3/2001, de 3 de julio. 

 
Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo, la doctrina del 

Consejo de Estado, así como la de este Consejo Consultivo, la responsabilidad 
patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia de los siguientes 
requisitos: a) daño efectivo, evaluable económicamente e individualizado en 
relación con una persona o grupo de personas; b) antijuridicidad del daño, en 
el sentido de que la persona que lo sufre no tenga el deber jurídico de 
soportarlo, de acuerdo con la ley; c) imputabilidad a la Administración de la 
actividad dañosa, es decir, la integración del agente en el marco de la 
organización administrativa a la que pertenece o la titularidad pública del 
servicio o la actividad en cuyo ámbito se produce el daño; d) relación de 
causalidad entre la actividad administrativa y el resultado dañoso, esto es, que 
el daño sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio 
público; e) ausencia de fuerza mayor. Asimismo, se exige que la reclamación 
se presente antes de que transcurra un año desde el momento en que se 
produjo el hecho causante. 

 
5ª.- En cuanto al fondo del asunto, los reclamantes solicitan la 

responsabilidad patrimonial de la Administración autonómica titular de la 
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carretera por los daños derivados del atropello de un jabalí, que irrumpió en 
la calzada de la carretera CL-ccc, al considerar que existe un defectuoso 
mantenimiento de la vía pública y una falta de señalización del peligro de 
irrupción de animales salvajes en la misma. 

 
La realidad de los daños y la causa del accidente pueden considerarse 

acreditados a la vista del informe estadístico del accidente elaborado por la 
Guardia Civil, de la peritación de los daños en el vehículo y del informe médico 
pericial, aportados con la reclamación.  

 
En este sentido, la propuesta de resolución indica que: “En cuanto al 

fondo del asunto, en este caso en concreto, el Informe estadístico de Guardia 
Civil (expediente policial 2034-2024), permite considerar acreditado que, el 
pasado 1 de noviembre de 2024, aproximadamente a las 6:30 horas, los daños 
se produjeron al colisionar el vehículo, matrícula vvvv, con uno de los tres 
animales salvajes (jabalíes) que irrumpieron en la carretera autonómica CL-
ccc, punto kilométrico 45,4, sentido ascendente, en el término municipal de 
xxx4, no pudiendo la conductora, Dª. Yyy1, evitar la colisión, produciéndose 
daños personales y en su vehículo. Consta como único factor concurrente la 
irrupción en calzada del animal”.   

 
En cuanto a la relación de causalidad con el funcionamiento del servicio 

público, debe partirse de lo dispuesto en el artículo 11.1 de la Ley 4/2021, de 
1 de julio, de Caza y de Gestión Sostenible de los Recursos Cinegéticos de 
Castilla y León, que dispone que “La responsabilidad por los daños producidos 
por las piezas de caza se determinará conforme a lo dispuesto en la legislación 
del Estado, entendiéndose que en caso de accidentes de tráfico provocados 
por piezas de caza la responsabilidad se determinará conforme a la normativa 
sobre tráfico y seguridad vial”. 
 

La normativa aplicable es la disposición adicional séptima del texto 
refundido de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad 
Vial, aprobado por el Real Decreto Legislativo 6/2015, de 30 de octubre, que 
regula la “Responsabilidad en accidentes de tráfico por atropello de especies 
cinegéticas”, estableciendo lo siguiente: 
 

“En accidentes de tráfico ocasionados por atropello de especies 
cinegéticas en las vías públicas será responsable de los daños a personas o 
bienes el conductor del vehículo, sin que pueda reclamarse por el valor de los 
animales que irrumpan en aquéllas. 
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»No obstante, será responsable de los daños a personas o bienes 
el titular del aprovechamiento cinegético o, en su defecto, el propietario del 
terreno cuando el accidente de tráfico sea consecuencia directa de una acción 
de caza colectiva de una especie de caza mayor llevada a cabo el mismo día o 
que haya concluido doce horas antes de aquél. 

 
»También podrá ser responsable el titular de la vía pública en la 

que se produzca el accidente como consecuencia de no haber reparado la valla 
de cerramiento en plazo, en su caso, o por no disponer de la señalización 
específica de animales sueltos en tramos con alta accidentalidad por colisión 
de vehículos con los mismos.”. 

 
 No consta en el informe del accidente elaborado por la Guardia Civil ni 
se ha probado por la Administración que se haya producido infracción de las 
normas de circulación por parte del conductor.  
 

En cuanto a los terrenos colindantes al lugar del siniestro, desde los que 
irrumpió el animal, el Servicio Territorial de Medio Ambiente informa que “En 
el punto kilométrico indicado a ambos lados de la carretera se encuentra el 
terreno cccc, el cual no tuvo autorización especial de caza mayor colectiva en 
la fecha del accidente, ni en el día anterior”. La titularidad del coto cccc está 
publicada en la web de la Junta de Castilla y León y corresponde al club 
deportivo de Caza xxx4. No obstante, la reclamante no imputa la 
responsabilidad por este título, y dirige su reclamación a la Administración 
autonómica como titular de la carretera.  

 
Respecto a la titularidad y estado de la carretera CL-ccc, el Servicio 

Territorial de Movilidad (Sección de Explotación y Conservación de Carreteras), 
en un extenso informe, indica que se trata una carretera convencional de 
titularidad autonómica perteneciente a la red básica de carreteras de Castilla 
y León. En consecuencia, puesto que las carreteras convencionales no tienen 
limitación de accesos a las propiedades colindantes, no existe la obligación 
legal de instalar vallas en los laterales de la carretera (artículo 6.5 de la Ley 
10/2008, de 9 de diciembre, de Carreteras de Castilla y León). 

 
En cuanto al estado de conservación de la carretera, se hace constar en 

el mismo informe que la carretera se encontraba en buen estado de 
conservación y que no se registró por los vigilantes de explotación de la zona 
ninguna incidencia que indique lo contrario en el tramo y fecha en la que tuvo 
lugar el accidente. 
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En relación con la señalización de peligro P-24, el Servicio Territorial de 
Movilidad informa que no hay señalización P-24 porque “no es considerado un 
tramo de paso frecuente de animales en libertad en ninguno de los sentidos 
en la fecha de su ocurrencia”.  

 
Según este informe: “La carretera CL-ccc, en la provincia de xxx1, tiene 

su origen en el P.K. 10,080, en el límite de la Comunidad Autónoma de xxx2 y 
finaliza en el P.K. 91,800. Si se descuentan 9,5 kilómetros de los tramos 
urbanos (…) se obtiene una longitud total de tramos interurbanos de 72,2 
kilómetros. De ellos, se encuentran señalizados como peligrosos por poder ser 
atravesados por animales en libertad 45,5 kilómetros. Esto indica que el 63 % 
de la longitud de los tramos interurbanos de la carretera CL-ccc se encuentra 
señalizada como peligrosa por poder ser atravesada por animales en libertad”.  

 
A continuación, el informe incluye una relación de todos los accidentes 

con atropello de animales registrados en esa carretera desde el 1 de enero de 
2021 hasta el 1 de noviembre de 2024. A la vista de estos datos, concluye que 
“En el periodo de casi cuatro años comprendido entre el 1 de enero de 2021 
y el 1 de noviembre de 2024, en la carretera CL-ccc se han producido 245 
accidentes por atropello a animales silvestres, de los cuales 204 (83,27 %) 
han ocurrido en tramos señalizados y 41 (16,73 %) en tramos sin señalizar. 
Únicamente en 4 de los 245 accidentes se registraron víctimas (heridos), entre 
ellos el del reclamante”. Con esos datos, el informe calcula un índice de 
accidentalidad que sería de 0,40 accidentes/km y año en los tramos sin 
señalizar y de 1,17 accidentes/km y año en los tramos señalizados.  

 
En relación con el tramo donde se produjo el accidente informa que “El 

punto en el que tuvo lugar el siniestro se encuentra en un tramo sin señalizar 
comprendido entre los P.K. 44,804 y 53,719. Si tomamos un tramo de 5 
kilómetros dentro de dicho segmento de carretera, que abarque el máximo 
número de siniestros registrados en el periodo de 3,83 años comprendido 
entre el 1 de enero de 2021 y el 1 de noviembre de 2024, tendríamos un total 
de 11 accidentes (…)”. Con base en ello, calcula un índice de accidentalidad 
del 0,57 accidentes/km y año en ese tramo. 

 
A la vista de lo expuesto, concluye que “el punto en el que tuvo lugar 

el siniestro no se encuentra en un tramo de alta accidentalidad por colisión 
con animales sueltos, y por ello, en cumplimiento de los principios básicos que 
han de regir la señalización de las carreteras, no se considera necesaria la 
instalación de señalización de peligro por paso de animales en libertad (…) 
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»Aun tratándose de índices muy por debajo de los que define el 
Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana para los tramos con 
especial frecuencia de incidentes viales con implicación de animales (TEFIVA) 
para la Red de Carreteras del Estado, se ha pretendido desde este Servicio 
advertir del peligro por cruce de animales en libertad en aquellos tramos en 
los que, en términos relativos, se registra un mayor número de siniestros de 
este tipo con respecto al resto de la vía”.  

 
Por otra parte, los reclamantes han aportado un informe estadístico, de 

la Jefatura Provincial de Tráfico de xxx1, sobre los accidentes de tráfico con 
animales en la carretera CL-ccc entre los puntos kilométricos 43,4 y 47,4 
durante el período comprendido entre el 1 de enero de 2021 y el 31 de mayo 
de 2025, refleja un total de 13 accidentes, dos de ellos con víctimas. En el 2024 
(año del accidente que origina esta reclamación) se produjeron 5 accidentes 
de tráfico por atropello de animales. 

 
A la hora de analizar los datos expuestos conviene poner de manifiesto 

previamente que la señalización P-24, de conformidad con el artículo 149 del 
Reglamento General de Circulación, aprobado por el Real Decreto 1428/2003, 
de 21 de noviembre, es indicativa de “Paso de animales en libertad. Peligro por 
la proximidad de un lugar donde frecuentemente la vía puede ser atravesada 
por animales en libertad”. Esta señalización se exige por la disposición adicional 
séptima del texto refundido de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos 
a Motor y Seguridad Vial en tramos donde existe alta siniestralidad por este 
motivo.  

 
Esta “alta siniestralidad” a la que alude la ley no se encuentra definida 

normativamente. En el ámbito estatal, la Dirección General de Carreteras del 
Ministerio de Transportes y Movilidad Sostenible, ha desarrollado un 
procedimiento sistematizado y homogéneo en toda la red estatal de carreteras 
para la identificación de aquellos tramos con especial frecuencia de incidentes 
viales con implicación de animales (TEFIVA). Para ello se consideran los datos 
disponibles, tanto policiales como de los servicios de conservación, 
considerándose no solo los accidentes con víctimas, sino también los 
accidentes con daños materiales, así como otros tipos de sucesos registrados 
con constancia de que estuvo implicado un animal. Bajo estas premisas, se 
consideran tramos con especial frecuencia de incidentes viales con implicación 
de animales (TEFIVA) a aquellos tramos de una longitud mínima de 1 km en 
los que en los últimos cinco años se han registrado al menos 10 incidentes 
relacionados con fauna de cierto tamaño y alguno de ellos haya ocasionado 
un accidente con víctimas. Y se indica en el documento elaborado que “Dichos 
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tramos son los considerados como los de alta accidentalidad por atropellos de 
especies cinegéticas en el Real Decreto Legislativo 6/2015, de 30 de octubre, 
por el que se aprueba el texto refundido de la Ley sobre Tráfico, Circulación 
de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, en su disposición adicional séptima 
(...)”. 

 
Considerando lo anterior, se constata que en el caso examinado los 

datos existentes arrojan un número de accidentes por kilómetro en los últimos 
4 años muy inferior a los 10 accidentes/kilómetro que toma como parámetro 
de los TEFIVA la Administración estatal, ya se considere el tramo indicado en 
el informe de estadístico de tráfico (se registran 13 accidentes en 4 kilómetros, 
lo que arroja una media tres accidentes por km y año), ya el tramo sin señalizar 
indicado en el informe del Servicio Territorial de Movilidad (se registran 11 
accidentes en 5 kilómetros, lo que da una media de poco más de 2 accidentes 
por kilómetro). Esa accidentalidad debe ponerse en conexión con la elevada 
circulación en ese tramo, puesto que como se informa por el citado Servicio, 
ese tramo registró en el año 2024 una intensidad media diaria de 1.852 
vehículos/día. Por otra parte, el informe del Servicio Territorial de Movilidad no 
ha sido rebatido por los reclamantes en el trámite de audiencia otorgado.  

 
A la vista de estos datos, no puede concluirse que el tramo donde se 

produjo el accidente sea un tramo de “alta accidentalidad”, por lo que tampoco 
pueden imputarse causalmente a la Administración autonómica los daños 
producidos por una defectuosa señalización de la vía pública.  

 
En virtud de lo expuesto, se considera que la Administración cumplió 

con sus obligaciones de conservación y señalización de la vía, de acuerdo con 
el estándar exigible al servicio público, por lo que la reclamación debe 
desestimarse. 

 
 

III 
CONCLUSIONES  

 
 En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 
informa: 
 

Procede dictar resolución desestimatoria en el procedimiento de 
responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación 
presentada por ssss Aseguradora, S.A. y Dña. yyy1, debido a los daños 
ocasionados en un accidente por la irrupción de un animal en la calzada.  
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No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 

 


